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Ámbito de aplicación de la Ley de Contratos. Retirada de la oferta.  

 

CONSULTA 

 

“Buenos días, mi nombre es (…) y le contacto desde el departamento de compras de (…).  

 

Somos una empresa Castellano-manchega localizada en Ciudad Real, cuya actividad empresarial es el 

suministro de productos de protección frente al COVID-19 (como mascarillas, gel hidroalcohólico, test de 

antígenos y otros) además de ropa y textil laboral.  

 

Estamos notando actualmente una subida de precios en materias primas para la producción y nos 

gustaría saber si al estar presentados a una licitación y finalmente por este motivo no podemos asumir 

finalmente ese suministro, si antes de que nos adjudiquen la licitación podríamos retirarnos 

voluntariamente.  

 

Esperamos su respuesta, muchas gracias”.  

 

RESPUESTA 

 

Para resolver la cuestión que se plantea en el escrito de consulta hemos de partir de lo dispuesto en la 

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 

ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP), y en el Real Decreto 1098/2001, de 12 de 

octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas (en adelante, RGLCAP), vigente en lo que no contradiga a la anterior. 

 

EL Artículo 80 del RGLCAP, relativo a la forma de presentación de las proposiciones de los interesados, 
establece en su apartado 5 que “Una vez entregada o remitida la documentación, no puede ser 

retirada, salvo que la retirada de la proposición sea justificada (…)” 

Por su parte, el artículo 62 RGLCAP regula los efectos de la retirada de la proposición, de la falta de 
constitución de garantía definitiva o de la falta de formalización del contrato respecto de la garantía 
provisional: 

“1. Si algún licitador retira su proposición injustificadamente antes de la adjudicación o si el 

adjudicatario no constituye la garantía definitiva o, por causas imputables al mismo, no pudiese 

formalizarse en plazo el contrato, se procederá a la ejecución de la garantía provisional y a su ingreso en 

el Tesoro Público o a su transferencia a los organismos o entidades en cuyo favor quedó constituida. A 
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tal efecto, se solicitará la incautación de la garantía a la Caja General de Depósitos o a los órganos 

equivalentes de las Comunidades Autónomas o Entidades locales donde quedó constituida. 

2. A efectos del apartado anterior, la falta de contestación a la solicitud de información a que se 

refiere el artículo 83.3 de la Ley, o el reconocimiento por parte del licitador de que su proposición adolece 

de error, o inconsistencia que la hagan inviable, tendrán la consideración de retirada injustificada de la 

proposición. 

La LCSP establece cuál es el plazo que tienen los órganos de contratación para adjudicar los contratos; 
así, el artículo 158 establece lo siguiente: 

“1. Cuando el único criterio para seleccionar al adjudicatario del contrato sea el del precio, la 

adjudicación deberá recaer en el plazo máximo de quince días a contar desde el siguiente al de apertura 

de las proposiciones. 

2. Cuando para la adjudicación del contrato deban tenerse en cuenta una pluralidad de criterios, o 

utilizándose un único criterio sea este el del menor coste del ciclo de vida, el plazo máximo para efectuar 

la adjudicación será de dos meses a contar desde la apertura de las proposiciones, salvo que se hubiese 

establecido otro en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 

Si la proposición se contuviera en más de un sobre o archivo electrónico, de tal forma que estos deban 

abrirse en varios actos independientes, el plazo anterior se computará desde el primer acto de apertura 

del sobre o archivo electrónico que contenga una parte de la proposición. 

3. Los plazos indicados en los apartados anteriores se ampliarán en quince días hábiles cuando sea 

necesario seguir los trámites a que se refiere el apartado 4 del artículo 149 de la presente Ley. 

4. De no producirse la adjudicación dentro de los plazos señalados, los licitadores tendrán derecho a 

retirar su proposición, y a la devolución de la garantía provisional, de existir esta”. 

 

Así pues, habrá que tener en cuenta cuáles son los criterios de adjudicación previstos en el pliego de 

cláusulas administrativas particulares (en adelante, PCAP) conforme a los cuales ha de valorarse la oferta 

para saber cuál es el plazo en el que el órgano de contratación habrá de adjudicar el contrato: 

- Si son varios, o el único criterio a valorar fuera el del menor coste del ciclo de vida, el plazo para 

adjudicar y, en consecuencia, para mantener las proposiciones, será de dos meses desde la apertura de 

la oferta económica, o el que el PCAP haya previsto expresamente. 

- Si hubiera sólo un criterio de adjudicación, el plazo será de 15 días naturales. 

En ambos casos, los plazos anteriores se incrementarán 15 días hábiles más, en el supuesto de que 

hubiera sido necesario articular el procedimiento contradictorio que el artículo 149.4 de la LCSP prevé 

para el caso de que alguna licitadora hubiera presentado una oferta anormalmente baja en el 

correspondiente procedimiento. 

Dicho lo anterior, cabe hacerse las siguientes preguntas: 

 ¿Qué sucede si el órgano de contratación incumple estos plazos?  

 

La consecuencia prevista en la LCSP es que el licitador tiene derecho a retirar su oferta y a que 

le sea devuelta la garantía provisional, en caso de haber constituido esta. 
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 ¿Qué ocurre si la licitadora retira su oferta antes de la adjudicación del contrato?  

 

Tal y como ya hemos indicado, una vez presentada la oferta no puede retirarse la misma antes 

de la adjudicación (siempre que esta última se haya resuelto en plazo), salvo que esté justificada 

esa retirada y así lo estime el órgano de contratación. En caso contrario, se considerará que la 

oferta ha sido retirada de forma injustificada. 

 

 ¿Cuáles serían las consecuencias de esa retirada injustificada? 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 62.1 del RGLCAP y en el artículo 158.4 de la LCSP, ya 

citados, la retirada injustificada de la oferta conlleva la incautación de la garantía provisional, en 

caso de haber sido constituida esta. 

 

Adicionalmente, retirar una oferta sin justificarlo debidamente puede dar lugar a una 

prohibición de contratar como determina el artículo 71.2 a) de la LCSP siempre que el órgano 

de contratación considere que en la retirada ha mediado dolo, culpa o negligencia. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante.  

 

 
SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

 

 

 

 


